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Resumen 
El presente trabajo indagará la posición procesal, las capacidades probatorias y los medios 
con los que cuenta el opositor en general para lograr su buena fe exenta de culpa y si 
conforme las exigencias que ha establecido la norma y la jurisprudencia se encuentra en la 
capacidad de obtenerla. El  estudio se efectuará  a partir del análisis de las sentencias del 
Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cúcuta, Sala Civil Especializada en Restitución 
de Tierras entre los años 2012 y 2017.  
También se busca poner en evidencia las diferencias sustanciales en el trato que se le da 
dentro del proceso de restitución a la víctima y el opositor, y cómo estas han impuesto 
cargas excesivas al opositor que junto a las falencias de defensa, conocimiento y recursos 
económicos limitan su actuar e impactan negativamente la decisión que tomará el juez 
 sobre estos, aclarando y distinguiendo los conceptos de opositor con buena fe exenta de 
culpa y segundo ocupante desde lo normativo, bloque de constitucional y la sentencia C-
330 de 2016 de la Corte Constitucional. 




The present work will investigate the procedural position, the evidentiary capabilities and 
the means available to the opponent in general to achieve good faith without guilt and if 
according to the requirements established by the law and jurisprudence is in the ability to 
obtain it . The study will be conducted from the analysis of the judgments of the Superior 
Court of the Judicial District of Cúcuta, Civil Chamber Specialized in Land Restitution 
between 2012 and 2017. 
It also seeks to highlight the substantial differences in the treatment that is given within the 
process of restitution to the victim and the opponent, and how they have imposed excessive 
burdens on the opponent that together with the shortcomings of defense, knowledge and 
economic resources limit its act and negatively impact the decision that the judge will take 
on these, clarifying and distinguishing the concepts of opponent with good faith free of 
guilt and second occupant from the normative, constitutional block and the ruling C-330 of 
2016 of the Constitutional Court. 




Hablar de buena fe exenta de culpa en el proceso de restitución de tierras representa un gran 
desafío, tanto para las partes – víctimas y opositores – como para el mismo juez, pues su 
implementación no solo depende de lo conceptual, normativo o jurisprudencial, sino de la 
carga probatoria y la inversión que pesa en contra del opositor conforme la Ley 1448 de 
2011, pues como allí se indica, es él quien debe bajo cualquier medio legal demostrarla y 
más allá lograr el convencimiento del operador judicial para que la decrete a su favor 
mediante sentencia, y con ello, ser objeto de compensación o sostenimiento de su relación 
jurídica con el predio.  
Por eso, y de acuerdo al trámite especial restitutivo que además comprende una justicia 
transicional, nacen distintos interrogantes, el más importante y que se abordará en la 
presente investigación concierne a que si ¿puede el opositor alcanzar la buena fe exenta de 
culpa con los estándares establecidos en la ley y las exigencias judiciales de los Tribunales 
en la actualidad? 
Para atender dicho interrogante, la presente investigación abordará tres momentos: 
Primero desarrollará el marco conceptual, diferencial y aplicativo entre la buena fe exenta 
de culpa y los segundos ocupantes, de cara a lo establecido en la Ley 1448 de 2011, la 
Sentencia C-330 de 2016 de la Corte Constitucional y los principios que la abordan desde 
el bloque de constitucionalidad, en especial los principios Pinheiros. Segundo, mostrará un 
 análisis cuantitativo y comparativo de las sentencias del Tribunal Especializado en 
Restitución de Cúcuta de 2012 a 2017 que han decretado la buena fe exenta de culpa y la 
calidad de segundo ocupante; y tercero, reflejará un análisis concluyente que responda el 
cuestionamiento con algunas críticas al proceso y escenarios que pueden de alguna manera 
salvaguardar un debido proceso y equiparar positivamente a las partes que allí intervienen 
sin desnaturalizar el trámite. 
Una vez realizado lo anterior, descubriremos que a pesar del esfuerzo por parte de la Corte 
Constitucional de mejorar las condiciones de los opositores con la incorporación al trámite 
del concepto de segundo ocupante, ello no alteró las exigencias negativas que la Ley 
promueve en su contra, las mismas que dificultan la defensa de sus intereses frente a la 
justicia especializada transicional, al no contar con recursos económicos, asesorías 
especializadas, medios probatorios contundentes, y con ello, la oportunidad de probar un 
comportamiento lejos del conflicto y su relación con el predio obtenida de manera legal 
(frente a una población que accedió a los predios que hoy ocupan predominantemente a 
través de actuaciones informales), circunstancias que alejan al operador judicial de decretar 
la buena fe exenta de culpa a su favor. 
 
Marco conceptual, diferencial y aplicativo entre la buena fe exenta de culpa y los 
segundos ocupantes 
La Buena fe exenta de culpa y la calidad de segundos ocupantes son categorías que 
devienen del principio constitucional de buena fe desarrollado en el artículo 83 de la 
Constitución Política, el mismo que según la Corte Constitucional es “aquel que exige a los 
 particulares y a las autoridades públicas ajustar sus comportamientos a una conducta 
honesta, leal y conforme con las actuaciones que podrían esperarse de una “persona 
correcta (vir bonus)”. Así la buena fe presupone la existencia de relaciones reciprocas con 
trascendencia jurídica, y se refiere a la “confianza, seguridad y credibilidad que otorga la 
palabra dada” (Sentencia C-1194, 2005). 
Más adelante el máximo Tribunal Constitucional al desarrollar el concepto señaló que “la 
buena fe es un principio que de conformidad con el  artículo 83 de la Carta Política se 
presume y conforme con este (i) las actuaciones de los particulares y de las autoridades 
públicas deben estar gobernadas por el principio de buena fe y; (ii) ella se presume en las 
actuaciones que los particulares adelanten ante las autoridades públicas, es decir en las 
relaciones jurídico administrativas, pero dicha presunción solamente se desvirtúa con los 
mecanismos consagrados por el ordenamiento jurídico vigente, luego es simplemente legal 
y por tanto admite prueba en contrario.” (Sentencia C-1194, 2005). 
Así las cosas, con el establecimiento del principio de la buena fe en rango constitucional en 
el artículo 83 se aclaró cualquier duda sobre su amplia aplicación en todo lo procesal, tanto 
en ámbitos privados como en el caso de las negociaciones, como en las relaciones de 
derecho público, gracias a que se consagró como fuente de obligaciones. (Sepulveda, 2010) 
Como puede apreciarse, la buena fe o buena fe simple también llamada comúnmente, se 
entiende como la autonomía de la voluntad o una actuación a desarrollar (Sentencia C-934, 
2013), la cual de entrada se presume como positiva y que a su contrario de probarse dada 
que no es absoluta podría alcanzar un concepto negativo cuando esta afecte las relaciones 
civiles (Sentencia C-1194, 2008). 
 Sin mayor excitación, puede concluirse de manera anticipada que la buena fe constituye 
uno de los pilares de la Constitución Política de 1991, garantizando que las relaciones entre 
particulares, privados y de estos con el Estado se protejan al tener un principio que permea 
todo el ordenamiento jurídico debidamente protegido a través de la tutela efectiva, esto es, a 
partir de la acción de tutela pues se entiende como derecho fundamental (Salazar, 1995). 
Además de lo anterior, también puede concluirse que la buena fe como principio no 
solamente regula las actividades que en materia civil y comercial se desarrollen, sino que al 
estar en un marco constitucional se prevé como fuente de interpretación judicial, de 
obligatorio cumplimiento a los jueces en sus decisiones y de ahí que cobre fuerza al 
momento de hacerse exigible (Vásquez, 1998). 
Ahora bien, la Corte Constitucional en una de las primeras sentencias luego de creado el 
mecanismo de tutela en la constitución de 1991, desarrolló lo concerniente a la buena fe y 
allí señaló tres extensiones del mismo con interpretaciones independientes y autónomas; la 
primera extensión fue entendida como una causa o creación de especiales deberes de 
conducta exigibles en cada caso, de acuerdo con la naturaleza de la relación jurídica y con 
la finalidad perseguida por las partes a través de ella; la segunda, como una causa de 
limitación del ejercicio de un derecho subjetivo o de cualquier otro poder jurídico; y la 
tercera, como una causa de exclusión de culpabilidad en un acto formalmente ilícito y por 
consiguiente como una causa de exoneración de la sanción o por lo menos de atenuación de 
la misma (Sentencia T 487, 1992). 
Ahora bien, en materia contractual la buena fe debe estar presente en todo el iter contractual 
y sin solución de continuidad, desde las negociaciones que preceden la formación del 
 contrato, incluida su celebración o concreción, hasta el período post-contractual, pasando 
por supuesto por la ejecución del mismo (Villarreal, 2006), lo que la erige como un 
comportamiento de las partes de manera decorosa y honesta, obteniendo catálogo de 
sentimiento como la honradez y las buenas costumbres (Picazo, 1982), lo cual al contrario, 
de no hacerse de dicha manera daría a entender maniobras fraudulentas (Larenz, 1958). 
De todos modos, de acuerdo con los efectos y sus consecuencias jurídicas, la buena fe se 
puede catalogar en dos clases: buena fe simple y la buena fe cualificada, esta última 
conocida como buena fe creadora o buena fe exenta de culpa (Villarreal, 2006), que 
interesa en el presente análisis. 
 
Buena fe cualificada o exenta de culpa. 
A pesar de la importancia del principio de Buena Fe, se ha establecido que este no es 
absoluto y que por lo tanto puede limitarse en aras de proteger el bien común (Sentencia C-
1194, 2008).  Por tal razón, resulta justificado que el Estado excepcionalmente pueda partir 
del supuesto contrario para invertir la carga de la prueba, exigiendo a los particulares que 
aporten documentos o requisitos tendientes a demostrar un hecho (Garcia Vargas, 2015). 
Estas excepciones al principio de la buena fe deben necesariamente estar expresamente 
señaladas en la ley, así como pasa en la Ley 1448 de 2011. 
Es así, que la exigencia que comporta la buena fe exenta de culpa establece la necesidad de 
desplegar, más allá de una actuación honesta, correcta, o apoyada en la confianza, un 
comportamiento exento de error, diligente y oportuno, de acuerdo con la finalidad 
perseguida y con los resultados que se esperan –que están señalados en la ley (Sentencia C-
 963, 1999), o como se ha establecido de forma más reciente para el proceso de restitución 
de tierras por parte de la Corte Constitucional, la buena fe exenta de culpa se acredita 
demostrando no solo la conciencia de haber actuado correctamente sino también la 
presencia de un comportamiento encaminado a verificar la regularidad de la situación 
(Sentencia C-820 , 2012). 
En conclusión, al analizar el concepto de la buena fe exenta de culpa en el proceso de 
restitución de tierras, este se entiende como la demostración de aquel despliegue de 
actividades tendientes a asegurar que la transacción de los bienes no esté viciada de 
ninguna manera, en donde deben confluir tres elementos a saber, uno subjetivo traducido en 
la creencia, prudencia o conciencia de haber obrado con lealtad; otro social llamado 
también objetivo que implica haber obrado con certeza a partir de averiguaciones y actos 
legales; y un tercero que conlleva a configurar un error o ignorancia invencible en la 
persona que lo despliega. (DeJusticia, 2017, p 27) 
De conformidad con lo anterior, la buena fe cualificada o exenta de culpa, incorpora aquel 
principio general del derecho denominado error común creador de derecho, conclusión que 
se apoya en lo señalado por la Corte Constitucional cuando indica que si el error o 
equivocación es de tal naturaleza que cualquier persona prudente y diligente también lo 
hubiera cometido, por tratarse de un derecho o situación aparente, pero en donde es 
imposible descubrir la falsedad o no existencia, nos encontramos forzosamente, ante la 
llamada buena fe cualificada o buena fe exenta de toda culpa (Sentencia C-1007, 2002), en 
otras palabras, un comportamiento eximente de responsabilidad. 
 Tomando los elementos anteriormente expuestos, podría decirse que en el marco de la Ley 
1448 de 2011 y específicamente respecto del opositor en el proceso de restitución de 
tierras, se entiende que este actuó de buena fe exenta de culpa, si tuvo conciencia de obrar 
con honestidad, lealtad, rectitud y con la seguridad de haber empleado todos los medios a 
su alcance para saber si al momento de realizar un negocio jurídico, quien lo celebraba era 
el legítimo titular de derechos sobre el predio, si pagaba el precio justo, y si el predio no 
había sido despojado o abandonado por la violencia. 
Es así,  que el principio de buena fe exenta de culpa cobra gran relevancia en el proceso de 
restitución de tierras, ya que cuando el juez establece que esta se configura, se encuentra 
facultado a ordenar la compensación en beneficio de la parte opositora. En el caso 
contrario, el opositor se verá abocado a devolver el predio objeto de restitución y no 
obtendrá ningún tipo de resarcimiento económico, o como lo denomina el proceso una 
compensación. 
Entonces, la exigencia de la buena fe exenta de culpa a los opositores en el marco del 
proceso de restitución, encuentra aparente justificación con los objetivos que persigue la 
Ley 1448 de 2011, en la medida en que en algunos casos se ha logrado constatar que el 
despojo de tierras también se ha efectuado a partir de compras masivas de tierras con 
presunción de legalidad (Reconciliación, 2009, p 25), sin embargo, conclusiones como la 
anterior, han hecho que la ley parta de la base de que el opositor es la parte fuerte del 
proceso y que de entrada se presuma su mala fe frente a la relación jurídica que tiene con el 
predio en litigio, es decir, puede llegar a ser tratado como presunto terrateniente, testaferro 
o simplemente integrante de un grupo armado, endilgándosele desde el principio su posible 
participación en los hechos que causaron el abandono o despojo del predio alegado, cosa 
 que en la mayoría de casos no se compara con la realidad, pues el opositor resulta ser un 
simple campesino, vecino de la región, desplazado, víctima del conflicto, ocupante, 
poseedor o un comprador de varias manos que adquirió el bien al pasar del tiempo, quien 
ahora debe por sus propios medios y con las limitantes o falencias sociales y económicas 
hacerse parte de un proceso desigual que le impone la carga de la prueba, con el objetivo de 
mantener su vínculo y arraigo con la tierra o que un juez ordene que se le entregue otro 
predio igual al que tiene. 
Como puede apreciarse, la Ley 1448 fue creada en este punto con una buena intención, 
pues busca que las víctimas recuperen sus predios, sin embargo, con su aplicación y 
partiendo de la diferencia impuesta a las partes genera un riesgo y menoscaba en gran 
medida el derecho de defensa del opositor, quien tiene como ya se dijo, que defenderse por 
sus propios medios asumiendo los gastos y tiempos que ello exige y soportar una excesiva 
carga probatoria lo que incluye desvirtuar presunciones en su contra, con el objetivo de 
demostrar su buena fe exenta de culpa; contrario a la víctima que se encuentra representada 
por el Estado a través de la Unidad de Restitución, entidad con todos los medios de 
obtención de prueba, recursos en gran cantidad y profesionales especializados en la materia. 
Desigualdades que muestran un desequilibrio procesal e injusticia material, creando nuevos 
conflictos y vulneraciones a derechos fundamentales, entre esos, al acceso a la tierra y la 




 Segundos ocupantes 
El concepto de segundo ocupante en el proceso de restitución de tierras fue incorporado por 
la Corte Constitucional a través de la jurisprudencia, allí indicó algunas inconsistencias que 
se presentaban dentro del trámite y vacíos normativos en la Ley 1448 de 2011 que hacían 
que los jueces no contaran con herramientas efectivas al momento de tomar sus decisiones 
frente a los opositores, lo que conllevaba a violaciones de derechos fundamentales frente a 
los actuales propietarios, poseedores u ocupantes de las tierras que se solicitaban restituir, 
en gran importancia los que contaban con condiciones de vulnerabilidad que debían ser 
protegidos (Sentencia C-330, 2006). 
Es así, que los opositores a pesar de contar con algunas medidas dentro del proceso de 
restitución de tierras para hacer valer sus intereses legítimos, como ocurre con la 
compensación en caso de demostrar la buena fe exenta de culpa, existen situaciones 
complejas en las que estas no son suficientes para protegerlos frente a decisiones que 
pueden afectarlos negativamente. Este es el caso de los segundos ocupantes de predios que 
tienen la calidad de víctimas del conflicto armado, así como aquellos que se encuentran en 
situación de vulnerabilidad social y económica. 
Serán entonces los segundos ocupantes según el Manual de Aplicación de los Principios 
Pinheiro publicado por la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas, todas 
aquellas personas que hubieran establecido su residencia en vivienda o tierras abandonadas 
por sus propietarios legítimos a consecuencia de, entre otras cosas, el desplazamiento o el 
desalojamiento forzosos, la violencia o amenazas, o las catástrofes naturales así como las 
causadas por el hombre (Unidas, 2007).  
 Siendo así, una población no homogénea que cuenta con diferentes características que 
pueden tratarse de colonizadores en espera de una futura adjudicación; personas que 
celebraron negocios jurídicos con las víctimas (negocios que pueden ajustarse en mayor o 
menor medida a la normatividad legal y constitucional); población vulnerable que busca 
hogar; víctimas de la violencia, de la pobreza o de los desastres naturales; familiares o 
amigos de despojadores; testaferros o “prestafirmas” de oficio, que operan con las mafias o 
funcionarios corruptos, u oportunistas que tomaron provecho del conflicto para “correr sus 
cercas” o para “comprar barato” (Sentencia C-330, 2006). 
Como puede apreciarse, los segundos ocupantes son una población relevante y de máximo 
impacto para el proceso de restitución de tierras y en general para cualquier proceso 
restitutivo en el mundo dentro del marco de una justicia transicional como lo destaca el 
Manual de aplicación de los Principios Pinheiro:  
“Los Principios [Pinheiro] se ocupan de este fenómeno partiendo de la 
base de que la ocupación secundaria de hogares de personas 
desplazadas a menudo constituye un obstáculo para el retorno. En 
efecto, la ocupación secundaria a gran escala ha impedido en el pasado 
el éxito de los esfuerzos de retorno en Azerbaiyán, Armenia, Ruanda, 
Bután, Bosnia Herzegovina, Croacia, Georgia, Kósovo y otros lugares. 
La posesión no autorizada de viviendas y patrimonio es frecuente tras 
los conflictos armados. Si bien determinados casos de ocupación 
secundaria han de ser a todas luces revocados (sobre todo si la 
ocupación en cuestión ha servido como instrumento de limpieza étnica 
en el marco de un conflicto de este tipo, o si es fruto del oportunismo, la 
 discriminación, el fraude o la corrupción), no hay que olvidar la 
necesidad de proteger a los ocupantes secundarios frente a la indigencia 
así como frente a desalojos injustificados u otras posibles violaciones de 
derechos humanos […]” 
En ese orden de ideas, según la Corte “los conceptos opositor y segundo ocupante no son 
sinónimos, ni es conveniente asimilarlos al momento de interpretar y aplicar la ley de 
víctimas y restitución de tierras. En muchos casos los opositores son segundos ocupantes, 
pero es posible que haya ocupantes que no tengan interés en presentarse al proceso, así 
como opositores que acuden al trámite sin ser ocupantes del predio (Sentencia C-330, 
2006). 
En ese caso, la expresión opositor hace referencia a una categoría procesal general 
establecida en el proceso de restitución; en cambio, ocupante secundario se refiere a una 
población distinta que debe ser tenida en cuenta al momento de establecer políticas, normas 
y programas de restitución de tierra en escenarios de transición, como presupuesto para el 
éxito y la estabilidad de las medidas, y para la seguridad en los derechos de las víctimas 
restituidas, especialmente, en lo que tiene que ver con la tenencia de la tierra, la vivienda y 
el patrimonio.  
Una de sus mayores diferencias consiste en la consecuencia jurídica y las órdenes que 
pueden darse a uno u otro dentro del proceso de restitución mediante sentencia, pues el 
opositor que debe demostrar inexorablemente su buena fe exenta de culpa será objeto 
únicamente de una medida de compensación conforme lo establece el artículo 88 de la Ley 
1448 de 2011; en cambio, para el segundo ocupante, la ley no hace referencia, es decir, no 
 prohíbe ni ordena, la aplicación de otras medidas para la población vulnerable, en el marco 
del proceso, las cuales deben propender no solamente a solucionar problemas con el acceso 
a la tierra, sino, en general con necesidades mínimas vitales ligadas a la protección de 
derechos fundamentales debido a su condición de vulnerabilidad a cargo del Estado. 
Como conclusión de los temas abordados hasta ahora, se tiene entonces que dentro del 
proceso de restitución existen dos clases de opositores, i) los que no cuentan con 
condiciones de vulnerabilidad y deben entonces demostrar una conducta calificada en torno 
a obtener buena fe exenta de culpa y una medida de compensación, y ii) los que se 
encuentran en condiciones de debilidad, especialmente, en lo que tiene que ver con el 
acceso a la tierra, la vivienda y el trabajo en el campo, que no tuvieron relación directa ni 
indirecta con el despojo o el abandono forzado de los predios. (Sentencia C-330, 2006). 
Sin embargo y como se planteó en el interrogante inicial, el problema jurídico a desarrollar 
no consiste en determinar si existe una o dos clases de opositores y si estos pueden ser 
objeto de medidas que los beneficien, sino, en verificar si conforme a las exigencias del 
proceso de restitución por parte de los jueces, en este caso del Tribunal de Cúcuta, es 
posible que logren demostrar su buena fe exenta de culpa y con ello ser objeto de medidas 
compensatorias, pues claramente no todos los que se presentan al proceso con interés actual 
sobre el predio son segundos ocupantes, ni tuvieron que ver con los hechos victimizantes de 
abandono o despojo, y no cuentan con los recursos económicos, la defensa jurídica 
adecuada, y los medios para obtener las pruebas que demuestren su derecho, siendo 
entonces la inversión excesiva de la carga probatoria un obstáculo para que sean tenidos en 
cuenta en las órdenes de la sentencias, y con ello sean perjudicados con daños 
 patrimoniales irreversibles, encontrándose así, una población ubicada en el medio de lo que 
se considera un ocupante secundario y un opositor calificado. 
 
La buena fe exenta de culpa en Norte de Santander – Sentencias del Tribunal de 
Restitución de Tierras de Cúcuta 
Para llevar a cabo el presente análisis se tomó como insumo principal los fallos de 
restitución expedidos en el marco de la Ley 1448 de 2011, de acuerdo a la información 
entregada por la Unidad de Restitución de Tierras a  respuesta de petición presentada por el 
equipo investigador. El estudio se concentró en los fallos del Tribunal de Restitución de 
Norte de Santander, y no por juzgados, ya que el tema de la buena fe exenta de culpa y los 
segundos ocupantes se da esencialmente en los casos donde se advierte de la presencia de 
un opositor, condición que es evaluada únicamente por los tribunales dada la competencia 
establecida en el artículo 79 de la señalada ley. 
Según la Unidad de Restitución de Tierras, entre el 2012 y 2017 el Tribunal Especializado 
en Restitución de Tierras de Cúcuta emitió un total de ciento diecinueve (119) fallos donde 
se pronunció en relación a los derechos del opositor sobre la tierra, como se puede apreciar 
en la siguiente tabla construida por el equipo investigador a partir de dicha información y 












Total: 119 Fuente: Propia – Equipo de Investigación 
Examinadas las 119 providencias del listado entregado por la Unidad, obtenidas por el 
equipo investigador a través de su página de internet donde se encuentran publicadas para 
la ciudadanía en general, se encontró que solamente en 32 de ellas, que corresponde al 26% 
del total de casos, el Tribunal decretó la buena fe exenta de culpa a favor del opositor, 
dando como resultas que estos continuarán con  la posesión de los predios reclamados, 
mientras que al solicitante le fue compensado su derecho con otro predio de igual 
características con cargos a los recursos del fondo de la entidad, en aplicación a las causales 
establecidas en el artículo 97 de la Ley 1448 de 2011. 
Así mismo, del cúmulo de fallos judiciales, se pudo destacar que en 10 providencias, que 
conforman el 8,4% de la muestra, el Tribunal decretó la condición de segundo ocupante a 
quien se presentó como opositor, teniendo en cuenta entre otras, el informe de 
caracterización de terceros construido por la Unidad de Restitución de Tierras a través del 
área social, que daba cuenta del grado de vulnerabilidad, dependencia económica con el 
predio y calidad de víctima de alguno de ellos, teniendo como medida preferente la 
preservación de la posesión de estos con el inmueble. 
 Como puede apreciarse y para lo que concerniente a la presente investigación, fueron pocas 
las providencias en las cuales el Tribunal de Norte de Santander tomó la decisión de 
decretar la buena fe exenta de culpa a favor del opositor, y por ende, medidas 
compensatorias, debiendo con ello en la mayoría de casos, entregar el predio a la víctima 
restituida o al grupo fondo de la Unidad de Restitución de Tierras para su administración y 
futuras compensaciones a nombre del Estado a favor de víctimas del conflicto. 
En general, al revisar los fundamentos utilizados por el Tribunal de Norte de Santander en 
los 32 fallos, se encontró como fuente principal para la toma de decisión el uso de la 
jurisprudencia de las altas cortes, las cuales tomó en consideración para decretar la buena fe 
exenta de culpa en la mayoría de casos, en especial, la sentencia del 2 de agosto de 2001, 
expediente 6146 de la Corte Suprema de Justicia y las sentencias C-1007 de 2002, C-740 de 
2003, C-131 de 2014, C-820 de 2012 y C-330 de 2016 de la Corte Constitucional, esta 
última para diferenciar la buena fe exenta de culpa y la condición de segundos ocupantes de 
quienes se presentaron como opositores.  
En las sentencias analizadas, el Tribunal fijó su postura e indicó que para el cumplimiento 
de la buena fe exenta de culpa se exigen tres elementos: i) un elemento subjetivo que indica 
haber obrado con lealtad, ii) un elemento objetivo que implica certeza en el negocio y, iii) 
la presencia de un error o la ignorancia invencible, los cuales fueron de alguna manera 
probados por quienes se presentaron como opositores en esos casos, a diferencia de los 
otros procesos donde según el mismo Tribunal no encontró convencimiento de las 
declaraciones y pruebas de los actuales propietarios, poseedores u ocupantes de los predios 
en litigio, ordenando su desalojo inmediato sin compensación o indemnización alguna. 
 En todos los casos revisados y conforme lo indicado por la ley, primó la inversión de la 
carga de la prueba, siendo así que el opositor no solo debió presentarse al proceso 
asumiendo los gastos de representación judicial que ello exige, sino, que debió además 
allegar al trámite las pruebas documentales, testimoniales y cualquier otro medio de 
convicción para alegar su relación jurídica con el predio, la obtención del mismo de manera 
legal, su desconocimiento de los daños alegados por las víctimas, su no participación en el 
abandono o despojo alegado, la no militancia con grupo armado al margen de la ley alguno, 
su buen nombre, el derecho a la vivienda digna, su derecho a la propiedad privada, entre 
otros; a fin de alcanzar el exigido umbral de la buena fe exenta de culpa y con ello una 
compensación.  
Todo lo anterior, en contraste con la víctima quien en todos los casos estuvo representada 
por el Estado a través de la Unidad de Restitución de Tierras, relevándola de labor alguna 
de carácter probatorio o gastos procesales, solicitud de restitución que fue acompañada 
además por sendas pruebas acopiadas con anterioridad en la etapa administrativa donde 
mediante acto administrativo de inscripción en el registro de tierras despojadas que cumplía 
con el requisito de procedibilidad, aseguró de antemano encontrarse con una clara y 
probada víctima del conflicto por los hechos de abandono o despojo de tierras al tenor de lo 
dispuesto en los artículos 74, 75 y 81 de la Ley 1448 de 2011. 
Cabe resaltar que en la totalidad de los casos donde les fue negada la compensación a los 
opositores, esto es, 77 sentencias de 119, que resultaron en su contra y donde no se decretó 
la buena fe exenta de culpa, dichos opositores pertenecían a una población simplemente 
campesina o personas naturales quienes habían adquirido los predios por ocupación, 
posesión o compra posterior de los predios, sin embargo y conforme lo dicho por el 
 Tribunal en las sentencias no lograron demostrar entre otras cosas, que desconocían el 
contexto de violencia por el que atravesaba la zona de ubicación del predio o al contrario 
conocían a los anteriores propietarios hoy reclamantes, lo que dejaba entrever la posible 
ocurrencia de un abandono forzado, no obstante, en ninguno se indicó estar en presencia de 
un despojador, terrateniente, integrante de grupo armado al margen de la ley, que 
concluyera en el traslado de las investigaciones al ente fiscal para el inicio de un proceso 
por algún delito penal ligado al abandono o despojo, lo que denota un trato más que 
diferencial y negativo frente al opositor y dueño actual del predio, es decir un desequilibrio 
y desigualdad entre las partes. 
Frente a la igualdad procesal de las partes, ella comprende dos aspectos. El primero, como 
igualdad de las partes ante la ley, lo que implica que en el proceso las partes deben gozar de 
igualdad de oportunidades para su defensa. El segundo aspecto, entiende que no se aceptan 
los procedimientos privilegiados, en consideración de la raza, religión, sexo, posición 
socioeconómica, entre otros. (Echandía, 1987). Aspectos que claramente en el proceso de 
restitución de tierras no ocurren, al tratarse desde un principio de manera desigual al 
opositor con cargas excesivas y requisitos superiores al común de las partes, cabe resaltar 
nuevamente que en el estudio de los casos no se advirtió la presencia de opositores fuertes, 
concepto que daremos en la presente investigación a los testaferros, terratenientes, 
empresas o personas jurídicas con alcances económicos y asesorías privilegiadas. Al 
contrario, todos ellos eran simples campesinos o personas del común con actual relación 
jurídica con los predios reclamados, a quienes se les impuso la carga de probar de manera 
excesiva y negativa, descartando además a los segundos ocupantes, personas distintas a las 
 tratadas en este estudio y quienes fueron cobijados mediante sentencia por su calidad o 
vulnerabilidad. 
Así las cosas, la carga de demostrar la buena fe exenta de culpa al opositor resulta excesiva, 
onerosa y confusa para un simple campesino que no tiene idea de las cargas legales, 
conceptos o procedimientos propios del derecho, pues no conoce ni la ley y verbigracia no 
entiende el derecho, siendo entonces desproporcionado pedirle en un proceso especial como 
el de restitución un estado de probanza especialísimo, pues a contrario sensu, sus 
conocimientos básicos solamente dan cuenta de sobrellevar los vaivenes de la vida del 
campo. Todo lo anterior conduce a que el opositor se encuentre desprotegido, incapaz de 
probar su buena fe exenta de culpa, perdiendo así su derecho real sobre el predio sin 
ninguna compensación, el dinero que pagó por él, y el valor de las mejoras que allí instaló a 
lo largo de años de explotación. 
 
Conclusiones. 
En este punto del trabajo, resolveremos de acuerdo a lo analizado, el interrogante planteado 
al inicio del estudio, esto es, ¿puede el opositor alcanzar la buena fe exenta de culpa con los 
estándares establecidos en la ley y las exigencias judiciales de los Tribunales en la 
actualidad?, para concluir de antemano que no es posible. 
Para empezar, en el proceso de restitución no se aplica la teoría clásica de la carga de la 
prueba, esto es, que cada una de las partes pruebe lo que le incumbe y además excepcione 
frente a las afirmaciones o negaciones del contrario en igualdad de condiciones y 
herramientas procesales (Echandía, 1987), pues claramente en dicho trámite la ventaja la 
 tiene el demandante que en este caso es la presunta víctima y quien solamente desde lo 
traído del trámite administrativo debe demostrar: 1) su calidad de víctima; 2) su relación 
con el predio reclamado; 3) el daño sufrido en relación con el predio y; 4) el nexo entre el 
daño y su calidad de víctima, a través de cualquier modo legalmente aceptado, sin 
necesidad de contradicción pues desde un principio se entiende la prueba como sumaria, a 
quien se presume su buena fe, contando por último con el respaldo y representación técnica 
del Estado a través de la Unidad de Restitución de Tierras. 
Todo lo contrario pasa con el opositor, quien deberá demostrar a su favor que: 1) adquirió, 
ocupó o inició la posesión del predio de manera legítima, 2) pagó el precio justo y real para 
le época; 3) el consentimiento del reclamante víctima fue libre de todo vicio al momento de 
la venta,; 4) desconocía los hechos de violencia de la zona y particulares del caso; 5) no 
conocía a las víctimas; 6) no es el actor del despojo o abandono de la víctima; 7) la víctima 
reclamante no es víctima; 8) tiene un mejor derecho sobre el predio (si aplica) y; 9) no se 
aprovechó del contexto de violencia o la situación de la víctima para hacerse con el derecho 
sobre el predio. Todo lo anterior, con la obligación de probar conforme la inversión de la 
carga que surge al inicio del proceso judicial y la presunción que de entrada lleva consigo 
de mala fe, pues va a ser tratado como un posible despojador, victimario, terrateniente, 
testaferro o simplemente como parte de un actor armado, sumado al hecho que no cuenta 
con una defensa técnica especializada ni gratuita, pues debe acudir a un abogado particular 
oneroso y que en muchas ocasiones no conoce del trámite lo que hace que su intervención 
no sea efectiva en la defensa de sus intereses y la relación que tiene con el predio. 
Basta entonces traer a colación lo señalado en el artículo 5 de la Ley 1448 de 2011 sobre la 
presunción de la buena fe de las víctimas y la forma de probar tal calidad por cualquier 
 medio de manera sumaria solamente ante autoridad administrativa, para relevarla así de la 
carga de probar y dejar entonces el trabajo al opositor, para entender la diferencia procesal 
que existe entre las partes y concluir de manera lógica que en el proceso de restitución no 
existe un equilibrio procesal, al menos en este aspecto, y donde quien se perjudica será 
siempre la parte opositora. 
Sumatorio a lo anterior, el artículo 78 de la ley actúa del mismo modo, pues da un margen 
de probanza a la víctima exagerado, ya que nuevamente le pide que pruebe de manera 
sumaria su vínculo con el predio y calidad de víctima para que se le releve de cualquier otro 
asunto procesal y deba entonces el opositor enfrentarse a la obligación y necesidad 
probatoria que continúa en el proceso de restitución, resaltando en este punto el concepto 
nuevamente de prueba sumaria la cual no cumplió con el test de contradicción del proceso 
ordinario, restando garantías nuevamente a la contraparte. 
A su vez, el artículo 77 por su parte comprende un listado de presunciones a favor de la 
víctima y en contra del opositor, las cuales consideran que de configurarse cualquiera de 
ellas declarará la inexistencia del negocio jurídico entre las partes. También el artículo 98 
de la señala ley indica que sólo será objeto de compensación el opositor si logra demostrar 
su buena fe exenta de culpa, de lo contrario perderá cualquier relación con el predio, 
incluyendo los gastos y mejoras allí invertidos. Por último, el artículo 105 regula lo dicho 
en párrafos anteriores, la función de la Unidad de Restitución de Tierras de representar a 
nombre del Estado a las víctimas de manera gratuita, y por consiguiente dejando al opositor 
nuevamente desprotegido. 
 Como se observa, el marco normativo de la Ley 1448 de 2011 y en general el proceso 
restitutivo se encuentra consagrado para favorecer en todo sentido a la víctima, desplazando 
cualquier observancia a la defensa jurídica y material del opositor, circunstancias que 
claramente actúan de manera negativa y conducen a menguar el derecho a la defensa como 
uno de los principios generales del derecho de forma desigual y arbitraria, máxime cuando 
es claro que los que se presentan al proceso en oposición son simples campesinos, lejos de 
ser tratados como despojadores de tierras. 
Lo anterior tiene repercusiones importantes, pues no sólo demuestra la desigualdad entre 
las partes, sino que conlleva a que de no cumplirse con la necesidad probatoria derivada de 
la carga impuesta al opositor, se asuma el riesgo de que las circunstancias que rodean el 
caso así no hayan existido, no puedan haberse probado o se hubiera hecho de manera 
deficiente, lo que en todo caso traería una decisión negativa y la pérdida del predio.  
En todo caso, la presente investigación no busca deslegitimar la política de restitución, pues 
claro es, que existe la necesidad de reparar al sin número de víctimas que el conflicto 
armado dejó en Colombia, muchas de ellas que debieron abandonar los predios producto 
del desplazamiento forzado o perdieron su relación a través de diferentes negocios jurídicos 
intimidadas por su estado de necesidad; no obstante y como se ha dicho en repetidas 
ocasiones a lo largo del análisis, lo que se pretende, es poner en evidencia el trato negativo 
que dicho proceso da al opositor, las falencias que allí existen, la carga excesiva al 
momento de probar, la presunción de mala fe, la posible vulneración de derechos entre los 
que se encuentran el debido proceso, y la falta de oportunidades o herramientas existentes, 
lo que en definitiva hacen que el opositor en muchos casos no logre demostrar su buena fe 
exenta de culpa y en consecuencia deba entregar el predio que ocupa o posee desde hace 
 varios años, lo que a simple vista puede verse en el número de casos que solamente en el 
Tribunal de Norte de Santander no reconocieron una compensación al actual propietario, 
poseedor u ocupante del predio en litigio. 
Así las cosas, como se indicó en anteriores párrafos, no basta con lo señalado por la Corte 
Constitucional en la sentencia C-330 de 2016 en relación con la existencia de unos 
ocupantes secundarios en el proceso de restitución y algunas decisiones que pueden tomar 
los jueces en relación a estos; pues la diferencia existe en el trato procesal y las cargas 
impuestas a la figura del opositor dentro del trámite desde el momento de su inicio y que 
hace que surjan distintas desigualdades, que en nada cambian las exigencias excesivas para 
alcanzar la señalada buena fe exenta de culpa, lo que en definitiva requiere una reforma a la 
Ley 1448 de 2011 como salida al problema planteado, en concreto lo que tiene que ver con 
la presunción de la buena fe, la inversión de la carga de la prueba, la prueba sumaria y las 
presunciones que de entrada se endilgan negativamente al opositor, como una salida para 
aliviar la defensa del simple campesino con actual relación con el predio. 
En todo caso, el trámite reformatorio señalado no será abordado en el presente estudio dada 
la complejidad del asunto, circunstancias que serán de análisis en su momento por parte del 
poder legislativo quien deberá tramitarlas de así considerarlo, no obstante, como ya se 






DEJUSTICIA. (2017, P 27). LA BUENA FE EN LA RESTITUCIÓN DE TIERRA. BOGOTÁ D.C.: CREATIVE 
COMMONS. 
ECHANDÍA, H. D. (1987). COMPENDIO DE DERECHO PROCESAL. TEORÍA GENERAL DEL PROCESO, 
TOMO I. MEDELLÍN. 
GARCIA VARGAS, K. &. (2015). LA JURISDICCIÓN ORDINARIA Y LA INDETERMINACIÓN RESTRICTIVA 
QUE REPRESENTA EL TIPO PENAL DE PREVARICATO EN COLOMBIA. BOGOTÁ D.C.: REVISTA 
ACADEMIA Y DERECHO. 
LARENZ, K. (1958). DERECHO DE OBLIGACIONES. TOMO I. MADRID: REVISTA DE DERECHO. 
LEÓN, N. C. (2013). LA RESTITUCIÓN DE TIERRAS, UN CAMINO IMPERATIVO QUE NO ADMITE 
FRACASOS. BOGOTÁ. 
PICAZO, L. D. (1982). PRÓLOGO A LA OBRA: F. WIEACKER. EL PRINCIPIO GENERAL DE BUENA FE. 
MADRID: CÍVITAS. 
RECONCILIACIÓN, C. N. (2009, P 25). EL DESPOJO DE TIERRAS Y TERRITORIOS. BOGOTÁ D.C.: 
KIMPRES LTDA. 
SALAZAR, J. A. (1995). LA TUTELA. UNA ACCIÓN HUMANITARIA. BOGOTÁ D.C.: DOCTRINA Y LEY. 
SANCHEZ NELSON, C. S. (2013). LA RESTITUCIÓN DE TIERRAS, UN IMPERATIVO QUE NO ADMITE 
FRACASOS. BOGOTÁ: DEJUSTICIA. 
SEPULVEDA, H. O. (2010). PRINCIPIO DE LA BUENA FE Y RESPONSABILIDAD DE LA 
ADMINISTRACIÓN PÚBLICA. ESTUDIOS DE DERECHO VOL. LXVII. N 149.  
TORO, F. D. (2016). EL DESEQUILIBRIO PROCESAL Y PROBATORIO DEL "OPOSITOR VÍCTIMA O 
SUJETO VULNERABLE" EN EL PROCESO DE RESTITUCIÓN DE TIERRAS. BOGOTÁ: OPERA 
PRIMA JURISPRUDENCIA. 
UNIDAS, O. -O. (2007). MANUAL SOBRE LA RESTITUCIÓN DE LAS VIVIENDAS Y EL PATRIMONIO DE 
REFUGIADOS Y PERSONA DESPLAZADAS. MARZO. 
VÁSQUEZ, R. (1998). INTERPRETACIÓN JURÍDICA Y DECISIÓN JUDICIAL. MÉXICO: FONTAMARA. 
VILLARREAL, M. L. (2006). EL PRINCIPIO DE BUENA FE EN MATERIA CONTRACTUAL EN EL SISTEMA 
JURÍDICO COLOMBIANO. BOGOTÁ D.C.: REVISTA DE DERECHO PRIVADO, PAG 86. 
 
 Normativas o Jurisprudenciales 
LEY 1448 DE 2011 – LEY DE VÍCTIMAS Y DE RESTITUCIÓN DE TIERRAS 
LEY 1564 DE 2012 - CÓDIGO GENERAL DEL PROCESO 
SENTENCIA C-1007 (CORTE CONSTITUCIONAL 3 DE SEPTIEMBRE DE 2002). 
SENTENCIA C-1194 (CORTE CONSTITUCIONAL 3 DE DICIEMBRE DE 2005). 
SENTENCIA C-1194 (CORTE CONSTITUCIONAL 24 DE SEPTIEMBRE DE 2008). 
SENTENCIA C-1194 (CORTE CONSTITUCIONAL 3 DE DICIEMBRE DE 2008). 
SENTENCIA C-330 (CORTE CONSTITUCIONAL 23 DE JUNIO DE 2006). 
SENTENCIA C-820 (CORTE CONSTITUCIONAL 14 DE OCTUBRE DE 2012). 
SENTENCIA C-934 (CORTE CONSTITUCIONAL 11 DE DICIEMBRE DE 2013). 
SENTENCIA C-963 (CORTE CONSTITUCIONAL 12 DE FEBRERO DE 1999). 




   
 
 
